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Lim¿. 15 dc octubre de 2018

ASI]NTO

Recurso dc agravio constitucional intcrpucsto por cl Seguro Social de Salud (EsSalud),
a través de su representante, contra la resolución de fojas 108, de 3 de agosto de 2017,
cxpedida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, quc dcclaró
improcedcntc su domanda dc amparo.

FUND N'IEN'I'OS

En la sentencia cmitida cn cl Expcdicnte 00987-2014-PNTC, publicada cn cl drrrro
ofrcia) Ll Perucrno el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableoió, en el
lundamento 49, con carácter dc precedenteJ que se expedirá sentencia i¡tcrlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámitc, cuando se presente ¿lguno d(r los siguic¡tcs
snpucstos! que igualmente están contenidos cD cl atículo 11 del Reglamento
No¡mativo dcl l ribunal Constitl¡cional:

a)
b)

c)

Carczca de lundament¿ción la supuesta vulncración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en cl recurco no sea de especial
trascendencia constifu cional.
La cueslión de Derecho invocada conhadiga un precedente del T bunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera dosestimatoria en casos sustancialmcnte iguales.

2. ll¡ el pr-esenle caso, la entidad recurrente solicita la nulidad de la resolución de 10
de octubrc dc 201,1, expedida por la Primc¡a Sala Labor¿l Permanentc dc la Cofe
Super-ior de Justicia dc Lima (-[ojas l2), que cn scgunda iDstancia o grado dcclaró

la demanda contencioso-ad inistrativa promovida por don Miguel Alberto
o fluamá11; en consecuencja, ordenó se le expida rcsolución reconociéndolc
de la bonificación cspecial que otorga cl Dccreto de Urgencia 037-94,

esde julio de 1994, más intereses legalcs, sin costas ni costos

3. Sostiene l¿ cntidad rccurente que la resolución cuestionada lulncra sus clerechos a
la tu¡ela juisdiccional efectiva y al debido proccso, asi como los principios de
legalidad y de seguridad ju dica, toda vez que: (i) la boniñcación especial del
Dccrcto Supremo 037 94 se otorgó co¡ base en factorcs como el régimcn laboral
del servidor al momcnto de su cese, stn tomar en cuenta que su tepresentada
mantcnia cscalas remunerativas difercnciadas, por Io que no resulta aplicable lo
dispuesb en el mcncionado decreto; (ii) no expresó razón ni ñlndamento válido
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respecto a porqué al trabajador se le excluyó dc lo dispuesto e¡l el literal e) del

añiculo 7 del Decreto de Urgcncia 037 94; y (iii) existe uniforme jurisprudencia de

la Corte Suprema de la República que establece que EsSalud se encuentra bajo el

ámbito dc la Corporación Nacional de Dcsarrollo (Conade), por lo que no le
resultan aplicables los bencñcjos ¡eclamados por los trabajadores activos y
pensionistas.

4. No obstantc lo alegado por la entidad recurente, esta Sala Segunda del Tribunal
Constitucional considera que, en pu dad, el fundamento dc su reclamo no incide en

cl contenido consiilucionalmente protegido de sus derechos alegados, pues lo que

puntualmenle cuestiona es la aprcciación fáctica y jurídica realizada por los jueces

que conocicron la rcsolución objetada. Por lo tanto, no corresponde emitir un
pronunciamiento de londo, ya que el mero hecho de que se disienta de ello no
significa que no exista justificación o que, a la luz de los hechos del caso, ésta sea

aparentc, incongruente, insuficiente o incura en vicios de motivación interna o
externa. Por consigüienle, no conespondc cmitir un pronunciamiento de fondo.

5. En consecuencia, el prese¡te recurso de agravio ha incurrido en la causal de

rech¿zo prevista en el acápite b) del ftndamento 49 de la sentencia emitida en el

Bxpediente 00987-20]4-PA/TC y en el inciso b) del artículo ll del Reglamento
Normafivo dcl Tribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin
más trámite, improcedenfe el recurso de agiavio constitucional.

Por estos fundamentos, el T br¡¡al Constitucional, con la autoddad que le conllere la
Constitución Política del Peru, y la participación dcl magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

Adcmás. se incluye el i'undamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña []arrera.

RES UEI-\TE

Declarar TMPROCEDENTE el recuNo de agravio constitucional, porque Ia cuestión
de derecho contenida e¡ cl rccurso carece de espccial t¡ascendencia constitr¡cional.

Publiquese y notifiquese
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas, e¡ tanto y en cuanto no

encuentro que exista una afectación con incidencia negativa, directa, concreta y sin
justificación razonable en los de¡echos invocados. Sin embargo, co¡sidero necesario

señalar lo siguiente:

1. Aquí ha quedado plename¡te acreditado que e1 rccurso de agravio constitucional no
encuentra respaldo en el conte¡ido constitucionalme[te protegido de los de¡echos
invocados por la partc dcmandante. Siendo así, se verilica que se ha i¡currido en la

causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del
Reglamento Nomativo del Tibunal Constitucional.

2. Ahora bicn, encuentro que la redacción del proyecto no es 10 suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trasce[dencia constifucional, conforme las pautas establecidas por este

Tribunal.

3. En efecto, tal como ha desarrollado este Tribunal Constitucional en ¡eite¡ada
jurisprudencia, al momc¡to dc cmitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer

mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", co¡'responde referirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal específica en la cual habría incurido cl ¡ecurso planteado, así como cümplir
con explicar cuáles son los alcanccs de la causal utilizada.

4. De este modo, la ex¡rsición de las razones por las cuales el recurso incune cn uoa
causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado ordcn lógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto eD el caso.

Dichas cualidados son las quc sc cspcra que tenga una decisión tomada por este

Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional enca¡gado de una labor tan
relevaüte como lo es la tutela de derechos fundamentales.

S
Lr,/)

t
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

EL TruBUNAL CoNSTrr¡.lcroNAL coMo coRTE
CASACIóN

DE REVISIÓN O FALT,O Y NO DIi

Con la potcstad que me otorga la Conslitución, y con el mayor respeto por la ponencic
dc mi colega magistrado, emilo el presente voto singular, para expresar respetuosamente
qüe disieito del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00981-2014-pNTC,
SENTENCIA IN1ERLOCUIORIA DENEGATORIA, por los flurdamentos que a
continuación expongo:

EXP. N." 04153-2017-PA/TC
LIMA
SECURO SOCIAL DE SALUD
(EsSalud)

La Constitución de 1979 creó cl T bunai de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convifió al Tribunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Cofftituciól del 79, por p¡imerá vez en nuestra histo¡ia
constitucional. dispuso ia creación de un órgano arl ,oc. independiente del poder
Judicial, con la ta¡ea de garan¿izar la supremacía constitucionai y la vigencia plena
de los de¡echos lundamentales.

La Ley Fundamental de 1979 estableció que ei Tribunal de Garantias
Co¡stitucio[a]es era un órgano dc control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el tefiito¡io nacional para conocer, en vía cle casación,ie )os habeat corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una inslancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se p¡onunciaba sobre los hechos invocaclos como amenaza o lesión a los
derechos rcconocidos en la Constitución.

tsn ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantlas
Constituciolales, vigente en ese momento, estableció, en sus a¡ticulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado cn lbrma erada o ha incur¡ido en gravei vicios procesalés en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar Ia sentencia y, luego de
señalar la dellciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de ¡usiicla de la
República (reenvío) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas iuces, dilataba en exceso lo¡ procesos constitr¡cionales
mencionados.

2

l

1 El modelo de tutela antc amenazas y vulneración dc <lerechos fue seria,,nente
modjficado cn la Cons¿itución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a saber, habeas corpus, ampato, hebeas (lata!
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea oi t.ib*ut Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando Ia Co¡stitt¡ción lo
calif_lca e¡róneamente como ,'órgano de control de la Constitución,,. No obstante. en

MI
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materia dc procesos coDstitucionales de la libefad, Ia Constitr¡ción establece que el
'I'ribunal Constitucional es i¡rstancia de revisión o 1állo.

5 Cabe señalar que la Constitución Política del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
p¡escribe que coüesponde al Tribunal Constitucional ,'conocer, efi últítnu y
delinilitd instancia, las resoluciones denegatorías dictadas en los proce¡os tle
habe«s corpus, amparo, habeas dara y occión Je cunplin¡cnto,,_ Está disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el T bunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en ut derecho fundamental. Una lectr.¡¡a dive¡sa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremá de la
sociedad y del Estado (añículo 1), y ,'la obsen)ancict ¡iel debiclo pro;eso y tutela
jur¡.,;.liccional. Nínguna persona puede ser desvíacla ¿le la jurí;dicción
predeterminada por la le!, i sometida a prcc¿tlimiefito dirtifil() de los preyiamente
eslctblecído.e, tli juzg.tdo por ótganos .iur¡sdiccionales de excepiión ni por
comisbne.g especidles creadas dl efecto cudlquiela sea su denomindción,,
consagrada etr ei articulo 139, inciso 3.

6 Como se advie¡te, a diferencia de lo que acontece en otros pdíses, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucionai tienc lugar por la via del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el perú el podir Constituyente optó por
un órgato supremo de interpretación de la Conslilución capaz de ingresar ai fondo
en los llamados procesos de la libe¡tad cuaÍdo el agraviado no hayi obtenido una
protección de su derecho cn sede del pode¡ Judicial. E¡ otras palab¡as, si lo que
está el1 discusión es la supuesta amenaza o lesión de ui1 derecho fundamental. se
debe abri¡ la .r'ía corespondiente para que el T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la aper.tura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un porÁenorizado
anaiisis de lo que se prclende. dc lo quc se invoca.

7

EL DERECHo A sER oiDo colro MAN|FESTACTóN DE LA DEMoCRATTZACIóN DE Los
PRocEsos CoNsTITUCIoNALEs DIt LA LIBERTAD

l.o constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defénsa; además, un T¡ibunal Constitucional constituve el más
electivo medio de defensa de los derechos fundamenlales frente a los pocleres
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frenie a la
arbit¡ariedad.

8 La administ¡ación dc jLrsticia constitucional de la libertad que brinda el l.ribunal
Constitl¡cional, desde su creación, es ¡espetuosa! como coÍesponde, del <lerecho de

rry4
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determincn sus derechos, intereses y obiigaciones.

10

II
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9 Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarsc audiencia de vista está ¡elacionado con la defensa, la cr¡al, sólo es
eléctiva cua¡do el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
o¡al, los argumenlos pcrtinentes, conc¡etándose el principio de inmediación quc
debe regi¡ en todo proceso constitucional.

Sobre la intervención de las pa¡tes, corresponde señalar que, en ta¡to que la
potestad de administrar justicia constituye una madfestación del poder r¡ue el
Estado ostenta sobre las pe¡sonas, su cjercicio resulta constitucionil cuani., sc
b¡inda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a se¡ oido con las debidas gara¡tías.

Cabe añadir que la participación directa de las pa¡tes, en defema de sus intereses,
que sc concede en la audiencia de vista, tambié¡ constituye un elemento que
detnoc¡atiza el p.oceso. De lo contrario, se decidiria sobre li estéra de interés de
una persona sin permitirle alegar Io correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, cn cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones. porque el lribunal Constitucjonal se
legitima no por se¡ un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, po¡
expresar de modo suficiente las úzones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve,

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obl¡gd al Est.tdo a tratar al indiríduo en todo momento como
un'rerdddero r^ujeto del ploceso, en el más amplio sentido ale este concepto, y no
simplemente como objeto del mísmo',t. y que ,,para que exista (jebido pro,:eso legal
¿s pfeciso que un justic¡able pueda hacer raler sus derechos y clefender sus
int¿rcses en.formLr efcctiya y en cond¡ciones de íguaklad plocesal con otlos
ju:rittablc.t"'

I Corre IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párralb 29.
2 Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y ot¡os vs. Trinidad y l.obago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párafb 146.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
dcsvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho l'ribunal es su intérp¡ete supremo, pero rro su relbrmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libetad la denominada
"sentencia inte¡locutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el T¡ibtnal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "¡ecalificar" elrecurso de agravio constitucional.

15. De contbrmidad con los articulos 18 y 20 del Código Proccsal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Podcr Judicial. Al'fribunal lo que ie correspoode es conocer del
IIAC y pronunciarse sobre el fbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechaza¡ dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia inlerlocuto a" establece con1o supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requierc se¡ aclarado, .iustiñcado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justilicarlo.
corlviefe el empleo de la precitada senteDcia en axbitrario, toda vez que se podría
al¡ctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestació¡ de ser
oido con las debidas garaÍtías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
¡espectiva demaDda.

17. Por lo demás, ¿¿ltatis mut¿t¡1dis, el precedente vinculante contenido en la Seltencia
00987-2014-PA/1'C repite Io señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sá¡chez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/'IC). Del mismo modo, co¡stituye una reafimación de Ia natulaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supleto edad, vja previa,
vias paraielas, litispendelcia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin ernbargo, cl hecho de que los procesos constitucionales de la libertacl sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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20. Como alirmó Raúl Fenero Rebagliati, "la defcnsa del derecho de uno es, al mismo
¡icmpo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que ¡esulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

FERRERO COSTA ,IWW1
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
últirna posibilidad para proteger y repara¡ los de¡echos fundaúenlales de los
agraviados, voto a favor de qüe eil el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribmal Constitucional, en tanto inslancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
de¡echos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos,


